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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

TESIS 
 
 

Registro digital: 2029488 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 158/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
REPARACIÓN DEL DAÑO EN MATERIA PENAL. LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS ES APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE PARA INDIVIDUALIZAR LOS CONCEPTOS DE DAÑO FORMAL Y MATERIAL. 
 
Hechos: Una víctima indirecta del delito de homicidio doloso por responsabilidad médica y técnica 
promovió juicio de amparo directo en contra de la sentencia condenatoria. En la demanda de 
amparo argumentó, entre otras cuestiones, que para individualizar la pena por concepto de 
reparación del daño, particularmente los montos económicos correspondientes al daño moral y 
material, los órganos jurisdiccionales están obligados a aplicar las reglas previstas para esos efectos 
en la Ley General de Víctimas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 
autoridades jurisdiccionales penales, a fin de individualizar el monto económico correspondiente al 
daño moral y material complementarios de la pena por reparación del daño, están obligadas a 
aplicar supletoriamente las disposiciones de la Ley General de Víctimas, así como los criterios 
judiciales que sobre esta norma se han emitido para brindarle significado constitucional, siempre y 
cuando con ello no se contravengan las reglas y principios aplicables en materia penal. 
 

 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DURANTE NOVIEMBRE DE 2024 
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Justificación: Tanto la legislación penal como la aplicable en materia de los derechos cuya titularidad 
corresponde a las víctimas directas e indirectas de un delito (Ley General de Víctimas) reconocen 
una serie de garantías que aseguran la efectividad del derecho humano a una reparación integral 
del daño. Por tanto, se trata de legislaciones que más allá de excluirse deben complementarse y ser 
interpretadas sistemáticamente para su aplicación jurídica apropiada. Máxime porque la reparación 
del daño constituye la teleología de las normas penales desde la perspectiva del bloque de derechos 
humanos que se reconocen a las víctimas de un delito. Lo cual garantiza el orden, la seguridad y la 
igualdad formal que se predica sobre el ordenamiento jurídico mexicano. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 2709/2023. 7 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Tesis de jurisprudencia 158/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de treinta de octubre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2029483 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 153/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PRUEBA TESTIMONIAL. SÍ ES IDÓNEA PARA ACREDITAR EL DOMICILIO DE UNA PERSONA A LA QUE 
SE LE PRACTICÓ UNA DILIGENCIA DE EMPLAZAMIENTO; AUNQUE, POR SÍ SOLA, ES INSUFICIENTE 
PARA DESVIRTUAR LA LEGALIDAD DE LA RAZÓN ACTUARIAL RESPECTIVA. 
 
Hechos: Los tribunales contendientes sostuvieron criterios distintos en cuanto a la idoneidad de la 
prueba testimonial para acreditar el domicilio de la persona emplazada a un juicio. Uno de ellos 
sostuvo que la prueba testimonial no es idónea, ya que ese medio probatorio no puede reemplazar 
las exigencias legales que debe cumplir el actuario al llevar a cabo esa diligencia. El otro, en cambio, 
sostuvo que la prueba testimonial sí es idónea para acreditar el domicilio del emplazado, al tratarse 
de un hecho. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
prueba testimonial sí es idónea para acreditar el domicilio de una persona a la que se le practicó 
una diligencia de emplazamiento. Sin que ello signifique que ese medio probatorio sea suficiente, 
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por sí solo, para desvirtuar lo asentado en la razón actuarial respectiva sobre la certeza de que la 
diligencia se llevó a cabo efectivamente en el domicilio de la parte llamada a juicio. 
 
Justificación: El emplazamiento es una de las formalidades esenciales del procedimiento y su falta o 
ilegalidad constituye una violación procesal de gran trascendencia, pues puede tener como 
resultado que se deje a la parte demandada en estado de indefensión en perjuicio de su derecho de 
audiencia. Asimismo, los actuarios que llevan a cabo las diligencias de emplazamiento están 
investidos de fe pública, en virtud de la cual, los hechos de los que dan cuenta gozan de veracidad, 
salvo prueba en contrario. En este sentido, uno de los medios idóneos para acreditar el domicilio de 
una persona llamada a juicio es la prueba testimonial, toda vez que ello constituye un hecho que se 
puede percibir mediante los sentidos y narrarse en forma cierta y congruente en juicio. Sin embargo, 
esa prueba, por sí sola, resulta insuficiente para desvirtuar lo señalado por el funcionario judicial 
investido de fe pública en la razón actuarial respectiva, pues para lograr esto último, dicha 
testimonial debe estar acompañada de otro u otros medios probatorios que generen convicción en 
la persona juzgadora de que el emplazamiento efectivamente no se llevó a cabo en el domicilio de 
la parte demandada. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 112/2024. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Sexto Circuito (Región Centro-Sur), Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito (Región Centro-Norte) 
y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito (Región Centro-Sur). 12 de 
septiembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito (Región Centro-Sur), 
al resolver el recurso de queja 422/2023, en el que determinó que las pruebas testimoniales con las 
que se pretende demostrar cuál era el domicilio del quejoso al momento del emplazamiento, no 
pueden reemplazar las exigencias que para la práctica de un emplazamiento establece la ley adjetiva 
de la materia, por lo que resulta ajustado a derecho no admitirlas. 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito (Región Centro-Norte), al resolver el 
amparo en revisión 7/93, el cual dio origen a la tesis aislada de rubro: "DOMICILIO DIVERSO AL DEL 
EMPLAZAMIENTO. PRUEBA DEL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, mayo de 1993, Tomo XI, página 324, con número de registro digital: 216353. 
 
Tesis de jurisprudencia 153/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de noviembre de 2024 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de 
noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
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Registro digital: 2029536 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Civil 

Tesis: 1a./J. 159/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
RELACIONES POLIAMOROSAS. SI BIEN LOS ARTÍCULOS 294 Y 297 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE PUEBLA GENERAN UNA DISTINCIÓN DE TRATO EN RELACIÓN CON EL MATRIMONIO Y 
EL CONCUBINATO, SON CONSTITUCIONALES. 
 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto para cuestionar la constitucionalidad de 
los artículos referidos que definen al matrimonio y al concubinato como la unión entre dos personas, 
pues excluyen las relaciones poliamorosas. El Juzgado de Distrito concedió el amparo al estimar que 
resultan discriminatorios. La autoridad responsable interpuso recurso de revisión y el Tribunal 
Colegiado de Circuito solicitó a la Suprema Corte de Justicia de la Nación que reasumiera su 
competencia originaria. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
artículos 294 y 297 del Código Civil para el Estado de Puebla son constitucionales, pues si bien 
generan una distinción de tratamiento legal respecto a las relaciones poliamorosas, no está basada 
en una categoría sospechosa. 
 
Justificación: Las resoluciones de este Alto Tribunal en distintos precedentes respecto al matrimonio 
y al concubinato entre personas del mismo sexo no son aplicables al poliamor, pues las relaciones 
poliamorosas no se encuentran en situaciones equiparables a las relaciones monogámicas al tener 
diferencias sustanciales de operatividad. 
El concepto de poliamor tiene una operatividad distinta y más compleja, en la medida en que implica 
la gestión de vínculos no monogámicos, donde es necesario ponderar y gestionar las relaciones 
entre un grupo de personas equitativa y adecuadamente entre todos sus integrantes. 
La aplicación de las reglas del matrimonio y el concubinato que establecen presunciones y 
obligaciones específicas no sería apta para lograr la plena operatividad de las relaciones 
poliamorosas, pues lejos de generar un beneficio jurídico, afectaría la propia naturaleza del 
poliamor, ya que se limitaría a los supuestos establecidos en la referida regulación monogámica. 
Lo anterior no implica que sólo las relaciones reconocidas legalmente a través del matrimonio o el 
concubinato se encuentren protegidas constitucionalmente. Toda persona tiene derecho a 
constituir una familia, la cual puede derivar de cualquier relación social que impere en el momento, 
sin que esto implique el desconocimiento como familia y su protección. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 695/2023. 3 de abril de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las 
Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
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Tesis de jurisprudencia 159/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de trece de noviembre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 
19 de noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General 
Plenario 1/2021 
 

 
 

Registro digital: 2029528 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 152/2024 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. CUANDO SU INCREMENTO SE PACTA EN LA MISMA PROPORCIÓN QUE EL 
SALARIO MÍNIMO, PARA SU CÁLCULO DEBEN TOMARSE EN CUENTA TODOS LOS FACTORES QUE 
LO COMPONEN, INCLUIDO EL MONTO INDEPENDIENTE DE RECUPERACIÓN (MIR). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al analizar la forma en que debía interpretarse el pacto relativo a que la pensión alimenticia fijada 
debía aumentar en la misma proporción que el salario mínimo. Mientras que un Tribunal consideró 
que el monto independiente de recuperación (MIR) establecido por el Consejo de Representantes 
de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, como componente del salario mínimo a partir del uno 
de enero de dos mil diecisiete, no debía formar parte del aumento porque su finalidad era la 
recuperación del poder adquisitivo de los trabajadores asalariados que perciben únicamente un 
salario mínimo; los otros estimaron que el MIR es uno de los tres componentes que integran el 
salario mínimo general y, por tanto, su aumento, al igual que el del incremento por fijación, debe 
tomarse en consideración para calcular los alimentos cuando se pacta que la pensión alimenticia 
aumentará en la proporción que el salario mínimo general. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para el 
cálculo de las pensiones alimenticias cuyo incremento se convenga en la misma proporción que el 
salario mínimo general, deben tomarse en cuenta todos los factores que componen dicho salario, 
incluido el monto independiente de recuperación. 
 
Justificación: A partir del uno de enero de dos mil diecisiete, el salario mínimo general se integra por 
tres componentes: 1) el monto del salario mínimo vigente; 2) el MIR (cantidad fija que se agrega al 
anterior); y 3) el incremento por fijación, que constituye un porcentaje cuyo resultado se suma a los 
dos primeros componentes. El MIR, aun cuando fue determinado para recuperar el poder 
adquisitivo del salario de los trabajadores que percibían únicamente un salario mínimo, es un 
componente que debe tomarse en cuenta si se conviene que el monto por concepto de alimentos 
pactado aumentará en la proporción que el salario mínimo general. Por lo que debe considerarse el 
mismo en términos de los elementos que lo integran, pues es manifiesto que acorde con la finalidad 
u objeto para el que se proporcionan los alimentos, los acreedores también sufren la pérdida del 
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poder adquisitivo, por lo que el MIR de igual manera es un parámetro adecuado para que afronten 
los costos de vida, esto es, que puedan continuar cubriendo los rubros que incluyen los alimentos, 
a pesar de la inflación que conlleva la disminución del poder adquisitivo. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 319/2023. Entre los sustentados por el Cuarto Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los 
Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia 
Lissette Montaño Mendoza. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver los amparos en 
revisión 193/2022 y 194/2022, en los que determinó que el monto independiente de recuperación, 
que integra el salario mínimo vigente, no debe tomarse en consideración para efecto del aumento 
anual de pensión alimenticia cuando las partes acuerdan que el mismo se hará en proporción al 
incremento del salario mínimo, en virtud de que se trata de un componente que fue creado 
exclusivamente para contribuir a la recuperación del poder adquisitivo de los trabajadores que 
únicamente perciben un salario mínimo como ingreso; y 
 
El diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 371/2019 y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 87/2023, en los que concluyeron que el monto independiente de 
recuperación es uno de los componentes del salario mínimo a partir de enero de dos mil diecisiete, 
por lo que si las partes acuerdan que el incremento de la pensión alimenticia pactada debe hacerse 
conforme al del salario mínimo, entonces, debe atenderse a todos sus componentes sin excluir al 
mencionado monto de recuperación, máxime que el acreedor alimentario también se ve afectado 
por la pérdida del poder adquisitivo. Y que debe tomarse en cuenta la forma en que se acordó el 
incremento. 
 
Tesis de jurisprudencia 152/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciséis de octubre de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2024 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del día hábil siguiente, 
19 de noviembre de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General 
Plenario 1/2021 
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